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Departamento de Conducta de Mercado y Reclamaciones 
Memoria de Reclamaciones 2017 

Préstamos Hipotecarios. Política comercial. Aprobación 

 

 

Las entidades, en materia de asunción de riesgos crediticios, son libres para aprobar o 

desestimar las operaciones o novaciones de condiciones que les plantean sus clientes, en 

función del estudio riguroso e individualizado del riesgo y de las condiciones propuestas, 

armonizando a estos efectos los criterios clásicos de la selección de inversiones (seguridad 

o solvencia, liquidez y rentabilidad), a partir de las cuales diseñan sus políticas crediticias, 

políticas que —no se puede olvidar— son dinámicas y cambiantes en el tiempo, al igual 

que la propia economía sectorial, nacional o supranacional, por las que se verán 

condicionadas1. 

 

El Departamento de Conducta de Mercado y Reclamaciones (DCMR) entiende que, una vez 

que una entidad acepta las limitaciones (capacidad de pago, garantía de la operación, 

liquidez, solvencia...) de un cliente al iniciar el estudio de la operación solicitada, únicamente 

puede denegar esta, de conformidad con las exigencias de las buenas prácticas y usos 

bancarios, si, de acuerdo con su política de adopción de riesgos, se alegan incumplimientos 

o condicionantes distintos a aquellas, no conocidos inicialmente. 

 

Igualmente se considera, de acuerdo con las buenas prácticas y usos financieros, que la 

sanción de la operación debe realizarse en un plazo razonable, acorde con las 

circunstancias concurrentes, comunicando, en su caso, sin demora imputable a la parte 

solicitante la denegación de la solicitud formulada, al objeto de que, si lo considera 

oportuno, pueda recurrir a otra entidad alternativa en busca de la financiación interesada. 

En sentido contrario, no se considera acorde con las buenas prácticas y usos financieros 

la generación de falsas expectativas sobre la concesión de operaciones que puedan llevar 

a los clientes a la asunción de compromisos con base en aquellas. 

 

En todo caso, debe precisarse que, una vez cumplida por parte de la entidad de crédito su 

obligación de comunicar al cliente solicitante en un período de tiempo razonable la 

denegación de la operación de financiación, no existe ninguna norma de transparencia que 

exija a la entidad que informe sobre las razones que le llevaron a adoptar tal decisión, salvo 

las relativas a la inclusión del solicitante en ficheros de solvencia, debiendo informar al 

cliente del resultado de la consulta formulada al respecto. 

 

                                                   
1 Al respecto, deben referirse las reglas sobre evaluación de solvencia contenidas en el título III, capítulo II, «Préstamo responsable», y 

concretamente en el artículo 18 de la Orden/EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia y protección del cliente de servicios 

bancarios (BOE de 29), así como en la norma duodécima de la CBE 5/2012 y en las directrices de la Autoridad Bancaria Europea (ABE) 

sobre evaluación de solvencia (EBA/GL/2015/11) publicadas el 19 de agosto de 2015 y de aplicación desde el 16 de marzo de 2016, 

salvo los requisitos de información referidos en su apartado 7, de aplicación desde el día siguiente a la mencionada fecha de publicación. 
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Las reclamaciones formuladas ante el DCMR en relación con el contenido de este apartado 

suelen estar basadas en: 

 

a) denegación de la operación tras haber generado en el solicitante expectativas de 

que aquella sería aprobada; 

 

b) demora en el plazo de la sanción, generando coste de oportunidad por la pérdida 

de la posibilidad de adquisición de la vivienda en momentos de elevada demanda 

de mercado y precios al alza, y/o, en su caso, 

 

c) pérdida de las arras, por haber excedido el plazo concedido para formalizar la 

adquisición. 

 

En los casos contenidos en el apartado a), en muchas ocasiones la parte reclamante suele 

invocar incumplimiento de promesas y acuerdos verbales alcanzados con los directivos de 

las correspondientes oficinas. A este respecto, ha de señalarse que el DCMR emite su 

pronunciamiento sobre los hechos que quedan documentalmente acreditados en el 

expediente, no pudiendo pronunciarse sobre promesas o acuerdos verbales invocados por 

los clientes que son rechazados por las entidades, ya que su valoración corresponde a los 

tribunales de justicia, a los que, de considerarlo oportuno, pueden dirigirse los clientes, 

haciendo uso a tal fin de todas las pruebas admitidas en nuestro ordenamiento jurídico. 

 

Por el contrario, si el reclamante acredita documentalmente (mediante correos electrónicos 

y/o cualesquiera otros documentos) que realmente se le generaron expectativas que luego 

resultaron frustradas, el DCMR considera la actuación de la entidad reclamada como 

contraria a las buenas prácticas y usos financieros, ello sin cuestionar la legitimidad que 

asiste a las entidades en la aprobación o denegación de los apoyos financieros solicitados, 

en el marco de su política crediticia. 

 

Cuando en la reclamación se invoca demora en la sanción de la operación, finalmente 

positiva —supuestos de las letras b) y c)—, se debe tener en cuenta que no hay un plazo 

prefijado para ello, dependiendo la razonabilidad de este de cada caso en particular. En los 

supuestos en los que, con arreglo a las circunstancias particulares concurrentes, se estima 

que el plazo para la sanción de la operación excede al que razonablemente cabría esperar, 

sin que se acrediten causas imputables en exclusiva al cliente, se considera la actuación 

de la entidad contraria a las buenas prácticas bancarias, por falta de la diligencia exigible 

en el análisis y en la sanción de la operación propuesta, sin perjuicio de señalarse en los 

informes emitidos con este fin que el DCMR no ostenta competencias para la valoración 

del eventual detrimento económico que el cliente pudiera haber sufrido. 


